
Señor 
JUEZ DE TUTELA DE CIMITARRA (REPARTO) 
E.S.D. 
 

Accionante: ALFONSO RANGEL GUERRERO 

Accionado: DIRECCIÓN EJECUTIVA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, 

SUBDIRECCIÓN DE APOYO DE LA COMISIÓN DE LA CARRERA ESPECIAL, 

SUBDIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO Y SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO 

NORORIENTAL. 

Asunto: ACCION DE TUTELA  

 

ALFONSO RANGEL GUERRERO, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 91.112.067 del Socorro (Santander), actuando a nombre propio, y 
en representación de mis menores hijos SARA VALENTINA RANGEL ARDILA  de 13 
años de edad y DANIEL ALFONSO RANGEL ARDILA de 10 años de edad, en ejercicio 
del derecho de Tutela consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y 
reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, mediante este escrito formulo ACCIÓN 
DE TUTELA en contra de LA DIRECCIÓN EJECUTIVA FISCALIA GENERAL DE LA 
NACIÓN, SUBDIRECCIÓN DE APOYO DE LA COMISIÓN DE LA CARRERA ESPECIAL, 
SUBDIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO Y SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE APOYO 
NORORIENTAL,  Para que por intermedio de su representante legal o quien haga 
sus veces, se protejan los derechos constitucionales fundamentales    al trabajo, el 
mínimo vital, derecho a la seguridad social, derecho a la igualdad ante la ley y la 
aplicación de la ley, derecho al debido proceso administrativo, derecho a la vida y 
subsistencia digna, derechos amparados en los tratados internacionales de la OIT 
ratificados por Colombia, derechos de los niños como personas de especial 
protección consagrados en el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia, 
reten social,  dada la negligencia y omisión de la accionada, que conforme a los 
hechos y la realidad probatoria me están siendo vulnerados y violados por el ente 
citado conforme a la siguiente relación de: 
 

HECHOS 

PRIMERO: El día 8 de julio de 2013 ingresé a LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN 

en el cargo de FISCAL DELEGADO ANTE JUECES DE CIRCUITO el cual desempeño 

en el Municipio de Cimitarra (SANTANDER). 

SEGUNDO: Convivo desde hace 14 años con mi compañera permanente SHADYA 

FERNANDA ARDILA quien se dedica al hogar en atención a la falta de 

oportunidades laborales que no solo se dan en el Municipio en el que residimos y 

quien depende cien por ciento de mí. 
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TERCERO: De esta Unión Material de Hecho nacieron nuestros hijos SARA 

VALENTINA RANGEL ARDILA de 13 años de edad y DANIEL ALFONSO RANGEL 

ARDILA de 10 años de edad, quienes dependen totalmente de mí. 

CUARTO: Mi hija SARA VALENTINA RANGEL ARDILA cursa el grado séptimo de 
Educación Básica Secundaria en el Colegio Integrado del Carare “CICA” y mi hijo 
DANIEL ALFONSO RANGEL ARDILA cursa el grado cuarto de Educación Básica 
PRIMARIA en la misma institución educativa, gastos educativos que dependen cien 
por ciento de mí. 
 
QUINTO: Tanto mi compañera SHADYA FERNANDA ARDILA como mis hijos SARA 
VALENTINA RANGEL ARDILA de 13 años de edad y DANIEL ALFONSO RANGEL 
ARDILA de 10 años de edad se encuentra afiliados en salud como mis beneficiarios 
que pertenecen a la NUEVA EPS tal y como se demuestra con las certificaciones que 
anexo. 
 

SEXTO: De muchas maneras mi compañera permanente ha intentado vincularse 

laboralmente, pero ha sido imposible por la falta de oportunidades, por tal motivo 

debo asumir de forma exclusiva, permanente y sin apoyo económico alguno la 

responsabilidad del hogar. 

SEPTIMO: Mediante circular 0025 del 18 de julio de 2024 La FISCALIA GENERAL DE 

LA NACIÓN realizó la convocatoria para el concurso de méritos solicitando a quienes 

se encuentren es estado de pre pensión, condición de madres cabeza de hogar, para 

que allegaran la respectiva documentación con el propósito de resolver si los cargos 

ocupados por los funcionarios que cuentan con estas prerrogativas, no se ofertan 

en el concurso de méritos de FNG 2025 

OCTAVO: Mediante circular 030 del 3 de septiembre de 2024  expedida por la 

FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, se brindó AMPLIACIÓN DE LA INFORMACIÓN 

CONCURSO DE MERITOS FGN 2024 CIRCULAR No. 25 de 2024  en la que se fijan  

los parámetros para que las personas que se encuentren en estado de pre pensión, 

padres o madres cabeza de familia entre otros, alleguen la documentación 

respectiva para el estudio de los casos en el sentido de excluir del sorteo a los 

servidores de la entidad que ostenten un cargo de provisionalidad,  pero 

Adicionalmente se encuentren en alguna de estas circunstancias. 

NOVENO: Si bien es cierto por motivos de exceso de trabajo desatendí el envío de 
los documentos requeridos en los términos fijados dentro del proceso de 
convocatoria, estos pueden ser tenidos en cuenta en cualquier momento del 
desarrollo el concurso toda vez que no se han aplicado pruebas de selección de 
participantes y de esta manera puedo acceder a las acciones afirmativas de manera 
que mi ID no se ponga a disposición del concurso de méritos FNG 2024. 
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DÉCIMO: Ahora bien, se dispuso dentro de la convocatoria una fecha para realizar 

un balotaje con el propósito de sortear los cargos que se pondrían a disposición del 

concurso, actividad está que no se desarrolló en ningún momento. 

DÉCIMO PRIMERO: El día 3 de marzo de 2025 mediante la Resolución No. 01566 la 

Fiscalía General de la Nación cambia las políticas del concurso y expide esta 

resolución “Por medio del cual se identifican los 4000 empleos a proveer mediante 

concurso de méritos FNG 2024 demostrando la falta de planeación y credibilidad 

para la realización del concurso y la violación al Debido Proceso. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Es en la recientemente expedida Resolución 01566 del 3 de 

marzo de 2025 en la que de desconocida forma escogieron los cargos con sus 

respectivos ID para ofertarlos en el concurso de méritos y en el cual se encuentra el 

mío ID19898 en la posición 688 de la enunciada resolución. 

DÉCIMO TERCERO: Si se cambian los mecanismos de escogencia de los cargos para 

poner a disposición del concurso de méritos, entonces se debe dar la oportunidad 

de que quienes salimos en el listado de la Resolución 01566 del 3 de marzo de 2025 

tengamos la oportunidad de demostrar nuestra condición de PADRES CABEZA DE 

FAMILIA. y tengamos la posibilidad de acceder a las acciones afirmativas. 

DECIMO TERCERO: Al tener mi condición de PADRE CABEZA DE FAMILIA, soy sujeto 

de especial protección y por tal motivo me encuentro en situación particular de 

vulnerabilidad pero ante la proximidad del concurso de méritos y la puesta a 

disposición del cargo que ostento, no es la solución de un recurso de reposición o 

en su evento la jurisdicción Contenciosa Administrativa el medio más eficaz para 

solicitar los beneficios derivados de estos programas, pues se hace predecible que 

para cuando se produzca la respuesta o un fallo Contencioso Administrativo, ya no 

se tenga como reclamar los derechos constitucionales violados, generándose así un 

daño irremediable. 

DÉCIMO CUARTO: Señor Juez, he trabajado representando a la Institución con 

entereza, responsabilidad y corazón por doce años, presentando excelentes 

resultados, pero la entidad no tiene en cuenta estos preceptos. 

DÉCIMO QUINTO: Hay personas particulares que dan fe bajo la gravedad el 

juramento que ostento y ejerzo la condición de PADRE CABEZA DE FAMILIA. 

 

PRETENSIÓN 

 

1. Solicito al Señor Juez muy respetuosamente tutelar en mi nombre, y de mis 

menores hijos SARA VALENTINA RANGEL ARDILA  de 13 años de edad y 

DANIEL ALFONSO RANGEL ARDILA de 10 años de edad, los derechos 



constitucionales al trabajo, el mínimo vital, derecho a la seguridad social, 

derecho a la igualdad ante la ley y la aplicación de la ley, derecho al debido 

proceso administrativo, derecho a la vida y subsistencia digna, derechos 

amparados en los tratados internacionales de la OIT ratificados por Colombia, 

derechos de los niños como personas de especial protección consagrados en 

el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia. 

 

2. Como consecuencia de lo anterior, le solicito muy respetuosamente ordenar 

a LA DIRECCIÓN EJECUTIVA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN, 

SUBDIRECCIÓN DE APOYO DE LA COMISIÓN DE LA CARRERA ESPECIAL, 

SUBDIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO Y SUBDIRECCIÓN REGIONAL DE 

APOYO NORORIENTAL para que permita presentar los documentos 

necesarios para que mi condición de PADRE CABEZA DE FAMILIA sea 

estudiada  

3. Que como consecuencia de lo anterior y haciendo el reconocimiento de 

PADRE CABEZA DE FAMILIA, se me permita hacer parte de las acciones 

afirmativas de manera que mi ID 19898 sea excluido del listado de la 

Resolución 01566 del 3 de marzo de 2025. 

 

4. Se elimine de la oferta del concurso de méritos FGN 2024 mi cargo de FISCAL 

DELEGADO ANTE JUECES DEL CIRCUITO, en procura de la protección de los 

derechos fundamentales invocados. 

 

5. Se garantice mi permanencia en LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN 

mientras ostente condiciones de vulnerabilidad como lo es en este caso 

PADRE CABEZA DE FAMILIA al tener como dependientes directos a mis dos 

hijos, SARA VALENTINA RANGEL ARDILA de 13 años de edad y DANIEL 

ALFONSO RANGEL ARDILA de 10 años de edad, lo cual me hace acreedor a 

la protección del Retén Social. 

 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Jurisprudencial:  

Sentencia T-084 de 2018 

ACCION DE TUTELA PARA SOLICITAR LA APLICACION DEL RETEN SOCIAL-Procedencia  

 



En el escenario específico de quienes alegan su calidad de beneficiarios del denominado “retén 

social”, la jurisprudencia constitucional ha sostenido, de manera reiterada y uniforme, que la acción 

de tutela es procedente para reclamar dicha condición por dos motivos principalmente: (i) Las 

personas beneficiarias del “retén social” son sujetos de especial protección que, además, se 

encuentran en situaciones de particular vulnerabilidad, dado que se trata de madres o padres cabeza 

de familia, personas en situación de discapacidad o próximas a pensionarse. (ii) Los efectos del “retén 

social” se producen dentro del marco de procesos de reestructuración administrativa que culminan 

rápidamente. Por tanto, la jurisdicción contencioso-administrativa no es el mecanismo idóneo ni 

eficaz para reclamar los beneficios derivados de estos programas pues se hace predecible que para 

cuando se produzca el fallo contencioso administrativo “la respectiva entidad ya se encuentre 

liquidada y no se tenga a quien reclamar el reintegro laboral y el pago de los respectivos salarios”. 

Es de anotar que en el caso que nos ocupa el medio más expedito es la Acción de 

Tutela, en atención a que solo hasta el día 26 de noviembre de 2024 se me notifico 

el oficio 31200-2190 por el cual se me informa que mi cargo será ofertado en el 

concurso de méritos FGN 2024, el cual quedará en firme el día 4 de diciembre de 

2024 quedando sin posibilidad de controvertir con un recurso de reposición. 

RETEN SOCIAL-Acción afirmativa que materializa el deber constitucional que tiene el Estado de 

conceder un trato diferenciado a las mujeres cabeza de familia en estado de debilidad manifiesta 

 

El llamado “retén social” es una acción afirmativa que materializa el deber constitucional que tiene 

el Estado de conceder un trato diferenciado a las mujeres cabeza de familia que se encuentran en 

estado de debilidad manifiesta. Además, es uno de los mecanismos previstos por el Legislador para 

garantizar la estabilidad laboral de las madres y padres cabeza de familia. Esta medida de protección 

especial deriva directamente de los mandatos constitucionales de protección a la igualdad material 

y a los grupos poblacionales anteriormente mencionados, dado que podrían sufrir consecuencias 

especialmente graves con su desvinculación. 

 

APLICACION DEL RETEN SOCIAL RESPECTO DE LAS MADRES Y LOS PADRES 

CABEZA DE FAMILIA-Reglas jurisprudenciales 

 

Corresponde ahora precisar algunas de las principales reglas que ha establecido la jurisprudencia 

constitucional en la aplicación del denominado “retén social” respecto de la desvinculación de 

madres o padres cabeza de familia en el marco de ajustes institucionales de la administración: (i) En 

los procesos de modificación de la estructura de la administración pública (reestructuración, fusión, 

o liquidación de entidades, por ejemplo) en los que exista supresión de cargos, las entidades públicas 

deben observar los parámetros propios de la estabilidad laboral de los servidores públicos 

beneficiarios del denominado “retén social”. (ii) La estabilidad laboral derivada del “retén social” es 

aplicable tanto para funcionarios de carrera administrativa como para servidores vinculados en 

provisionalidad, así como para trabajadores oficiales. No obstante, cuando se trata de la 



permanencia de trabajadores beneficiarios del “retén social” vinculados en provisionalidad por un 

término definido, la administración puede retirarlos cuando existan razones objetivas del servicio 

que justifiquen de manera suficiente la desvinculación de dichos funcionarios. (iii) Los trabajadores 

que alegan ser beneficiarios del “retén social” deben informar oportunamente a su empleador esta 

circunstancia, so pena de perder su derecho a recibir la protección especial derivada de su condición, 

en razón de su falta de diligencia. (iv) La estabilidad laboral reforzada de la cual son titulares los 

beneficiarios del “retén social” cobija tanto al sector central de la administración pública como al 

descentralizado. Así mismo, es predicable de los servidores públicos vinculados a instituciones del 

orden nacional y de las entidades territoriales. (v) Las medidas que adopten las entidades públicas 

en el marco de la aplicación de la protección derivada del denominado “retén social” no pueden 

implicar un trato discriminatorio entre las personas o grupos que son titulares de especial protección. 

Por tanto, no sería admisible garantizar la estabilidad laboral de las personas en situación de 

discapacidad y excluir de protección a los “pre pensionados”. (vi) Finalmente, se reitera que la 

estabilidad laboral originada en el llamado “retén social” no es absoluta. Por tanto, los titulares de 

esta protección pueden ser desvinculados cuando medie una justa causa de terminación de la 

relación laboral debidamente comprobada. Además, su estabilidad laboral se materializa mediante 

el reintegro —siempre y cuando ello se encuentre dentro de las posibilidades fácticas y jurídicas— y 

se extiende hasta la terminación definitiva del proceso liquidatario de la entidad respectiva o hasta 

que cesen las condiciones que originan la especial protección. 

 

MADRE CABEZA DE FAMILIA-Presupuestos jurisprudenciales para que una mujer sea 

considerada como tal 

La condición de madre cabeza de familia requiere la confluencia de los siguientes elementos, a saber: 

(i) que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos menores de edad o de otras personas 

“incapacitadas” para trabajar; (ii) que la responsabilidad exclusiva de la mujer en la jefatura del 

hogar sea de carácter permanente; (iii) que exista una auténtica sustracción de los deberes legales 

de manutención por parte de la pareja o del padre de los menores de edad a cargo; y (iv) que exista 

una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia. De igual modo, la 

verificación de las circunstancias anteriormente enunciadas debe realizarse en el marco de un 

procedimiento administrativo, que otorgue la plenitud de las garantías propias del derecho 

fundamental al debido proceso.  

 

Subsidiariedad 

 

11. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción 

de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que esta se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En otras 

palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el 

sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal 



manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o 

instancia judicial adicional de protección. 

12. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de 

subsidiariedad que rige la acción de tutela debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en 

aquellos eventos en los que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha 

determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad: 

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es 

idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como 

mecanismo definitivo; y, (ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide 

la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como 

mecanismo transitorio. 

Adicionalmente, cuando el amparo es promovido por personas que requieren especial protección 

constitucional, como niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de gestación o de lactancia, 

madres cabeza de familia, personas en situación de discapacidad, de la tercera edad o población 

desplazada, entre otros, el examen de procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de 

criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos. 

Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros medios judiciales, siempre se 

debe realizar una evaluación de la idoneidad de los mismos en el caso concreto, para determinar si 

aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma efectiva e integral los derechos invocados. Este 

análisis debe ser sustancial (no simplemente formal) y reconocer que el juez de tutela no puede 

suplantar al juez ordinario. Por tanto, en caso de evidenciar la falta de idoneidad del otro mecanismo 

formalmente disponible, la acción puede proceder de forma definitiva. 

13. Así, dentro del ordenamiento jurídico colombiano existen varios mecanismos de defensa para 

salvaguardar los derechos laborales, competencia asignada a las jurisdicciones ordinaria laboral o 

contencioso administrativo, según el caso. Como consecuencia de ello, la Corte Constitucional ha 

manifestado que la acción de tutela, en principio, no resulta procedente para solicitar el reintegro de 

empleados públicos a los cargos que ocupaban, pues para controvertir los actos administrativos por 

medio de los cuales la administración decide separarlos de los mismos, existe la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso-administrativa, la cual desplaza a la 

acción de tutela. 

No obstante lo anterior, este Tribunal ha admitido la procedencia excepcional de la tutela para 

solicitar el reintegro de servidores públicos a los cargos de los que han sido desvinculados, cuando 

en el caso concreto se advierte la vulneración de un derecho fundamental y se evidencia la ocurrencia 

de un perjuicio irremediable, toda vez que en estos eventos la acción de nulidad y restablecimiento 

del derecho, en principio, no proporciona una protección eficaz y adecuada a los derechos 

amenazados o vulnerados. 

14. Ahora bien, en el escenario específico de quienes alegan su calidad de beneficiarios del 

denominado “retén social”, la jurisprudencia constitucional ha sostenido, de manera reiterada y 

uniforme, que la acción de tutela es procedente para reclamar dicha condición por dos motivos 

principalmente: 



(i) Las personas beneficiarias del “retén social” son sujetos de especial protección que, además, se 

encuentran en situaciones de particular vulnerabilidad, dado que se trata de madres o padres cabeza 

de familia, personas en situación de discapacidad o próximas a pensionarse. 

(ii) Los efectos del “retén social” se producen dentro del marco de procesos de reestructuración 

administrativa que culminan rápidamente. Por tanto, la jurisdicción contencioso-administrativa no 

es el mecanismo idóneo ni eficaz para reclamar los beneficios derivados de estos programas pues se 

hace predecible que para cuando se produzca el fallo contencioso administrativo “la respectiva 

entidad ya se encuentre liquidada y no se tenga a quien reclamar el reintegro laboral y el pago de 

los respectivos salarios”. 

Acerca de esta última fundamentación, la Sala recuerda que las características propias de los 

procesos de reestructuración tanto para la administración como para los trabajadores implican que 

resulte necesario acudir a la acción de tutela en este tipo de situaciones, cuando los mecanismos 

ordinarios sean insuficientes para proteger los derechos fundamentales con la prontitud suficiente. 

De este modo, aunque no se trate de la supresión o liquidación de una entidad pública, es necesario 

reconocer que los procesos de reestructuración también implican un grado importante de celeridad 

en su ejecución, por lo que las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo pueden 

devenir ineficaces en este tipo de casos. 

Adicionalmente, pese a que las entidades no desaparecen con posterioridad a su reestructuración, 

cabe destacar que estos procesos se caracterizan por la supresión de cargos, la modificación de sus 

funciones y, en general, la reacomodación de la planta de personal de la institución respectiva. Por 

ende, es necesario resaltar que estos cambios en la estructura de la administración pueden implicar 

que los medios judiciales ordinarios no resulten idóneos ni efectivos para asegurar las garantías 

constitucionales de los trabajadores que afirman su pertenencia al retén social, pues es probable que 

la reorganización administrativa haya concluido y se haya consolidado la reestructuración para el 

momento en que se produzca la decisión definitiva en sede jurisdiccional. 

15. En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional ha admitido invariablemente que la acción 

de tutela es procedente para solicitar la protección derivada del “retén social” en procesos de 

reestructuración administrativa, aun cuando no se presenta la supresión o liquidación de la entidad 

pública. Esta ha sido la ratio decidendi que esta Corporación acogió en las sentencias T-846 de 

2005[44], T-724 de 2009, T-862 de 2009, T-623 de 2011, T-802 de 2012, T-316 de 2013 y T-420 de 

2017, entre otras. 

Inmediatez 

21. El principio de inmediatez previsto en el referido artículo 86 Superior, es un límite temporal para 

la procedencia de la acción de tutela. De acuerdo con este mandato, la interposición del amparo 

debe hacerse dentro de un plazo razonable, oportuno y justo [62], toda vez que su razón de ser es la 

protección inmediata y urgente de los derechos fundamentales [63]. En este orden de ideas, la Corte 

Constitucional ha establecido que, para acreditar el cumplimiento del requisito de inmediatez, el juez 

debe constatar si el tiempo trascurrido entre la supuesta violación o amenaza y la presentación de 

la acción de tutela es razonable. 



En este asunto que nos ocupa, el principio de inmediatez se encuentra reflejado en 

atención a que la notificación del oficio numero 31200-2190 por el cual se me 

informa que mi cargo queda a disposición del concurso de méritos fue enviado el 

día 26 de noviembre de 2024 y la Acción de tutela se presenta el día 2 de diciembre 

de 2024. 

La condición de madre cabeza de familia en el ordenamiento jurídico y los requisitos para acreditarla. 

24. Desde sus primeros pronunciamientos, esta Corporación ha destacado que las mujeres cabeza de 

familia son titulares de una especial protección constitucional, garantía que se deriva de varias 

fuentes: 

(i) El principio de igualdad, que implica el deber de reconocer y brindar un trato especial y 

diferenciado a los grupos de personas que tienen un alto grado de vulnerabilidad o que se encuentren 

en circunstancias de debilidad manifiesta y la consecuente obligación del Estado de promover 

acciones y medidas para que la igualdad sea real y efectiva. 

(ii) El mandato constitucional específico contenido en el artículo 43 Superior, según el cual, es deber 

del Estado apoyar “de manera especial a la mujer cabeza de familia”. 

(iii) Los instrumentos internacionales de derechos humanos, particularmente la Convención para la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), 

en cuyo artículo 11 se establece la obligación de los Estados Parte de adoptar todas las medidas 

apropiadas para eliminar la discriminación en la esfera del empleo, así como los prejuicios y las 

funciones estereotipadas de cada uno de los sexos. 

(iv) La garantía del derecho de toda persona a recibir protección integral para su grupo familiar, 

establecido en el artículo 42 de la Constitución Política, así como la prevalencia de los derechos de 

los niños, niñas y adolescentes, prevista en el artículo 44 Superior. 

25. Debido a lo anterior y en cumplimiento de su deber constitucional de garantizar la igualdad 

material de los grupos vulnerables o históricamente discriminados, el Legislador ha diseñado e 

implementado diversas medidas, las cuales se conocen como acciones afirmativas. Particularmente, 

en el caso de las mujeres cabeza de familia, existen varias normas encaminadas a este propósito. 

26. En este sentido, el Congreso de la República expidió la Ley 82 de 1993. En esta normativa, se 

estableció una definición de mujer cabeza de familia y se incorporaron medidas de protección 

especial en materia educativa, de seguridad social, apoyo al emprendimiento, acceso a vivienda, 

entre otros incentivos especiales. 

El artículo 2º de la ley reseñada definió a la mujer cabeza de familia como aquella que, sin importar 

su estado civil, tuviera bajo su cargo “económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores 

propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente 

o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia 

sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar”. 

27. La Ley 1232 de 2008, reformó la anterior normativa e introdujo dos elementos a la anterior 

definición: (i) precisó que la mujer cabeza de familia es quien ejerce la “jefatura femenina del hogar” 



y (ii) señaló que aquella puede tener personas a cargo en el plano económico, social o afectivo. 

Adicionalmente, fortaleció las medidas de protección en favor de las mujeres cabeza de familia. 

28. En suma, esta Corporación ha establecido que “el apoyo especial a la mujer cabeza de familia es 

un mandato constitucional dirigido a todas las autoridades públicas. Con él se buscó (i) promover la 

igualdad real y efectiva entre ambos sexos; (ii) reconocer la pesada carga que recae sobre una mujer 

cabeza de familia y crear un deber estatal de apoyo en todas las esferas de su vida y de su desarrollo 

personal, para compensar, aliviar y hacer menos gravosa la carga de sostener su familia; y (iii) 

brindar, de esta manera, una protección a la familia como núcleo básico de la sociedad”. 

29. Ahora bien, la Corte Constitucional ha señalado que algunas acciones afirmativas que se 

diseñaron para beneficiar a las mujeres cabeza de familia también son aplicables a los hombres que 

se encuentran a cargo de hijos menores de edad o en situación de discapacidad. 

Sin embargo, el fundamento de dicha extensión no radica en el principio de igualdad, en la medida 

en que la situación de las mujeres cabeza de familia no es equiparable a la de los hombres que se 

encuentran en esta misma condición, como lo ha establecido este Tribunal. 

En efecto, la Corte ha considerado que el Legislador está facultado para establecer acciones 

afirmativas exclusivamente en favor de las mujeres cabeza de familia pues, “si todos los beneficios 

que se establecen para la mujer cabeza de familia debieran otorgarse al hombre que se encuentra 

en la misma situación, ningún efecto tendría entonces la protección especial ordenada por el 

Constituyente para la mujer cabeza de familia”. 

No obstante, la prevalencia de los derechos de los niños y la especial protección de las personas en 

situación de discapacidad exigen que aquellas acciones afirmativas en favor de las mujeres cabeza 

de familia que también se orientan a la salvaguarda de los sujetos vulnerables a su cargo, deban 

extenderse igualmente a los padres cabeza de familia. Lo anterior, por cuanto “no es posible 

establecer una diferencia entre los hijos que dependen de la mujer cabeza de familia frente a los que 

dependen del hombre” que se encuentra en una situación fáctica similar. 

30. En este orden de ideas, es claro que la condición de mujer cabeza de familia presenta 

características particulares que se derivan del contexto histórico de la desigualdad entre ambos 

sexos, por lo cual tiene connotaciones diversas a la situación de los hombres que ejercen la jefatura 

del hogar de manera exclusiva. 

Sin embargo, desde el punto de vista de los derechos de los niños, niñas, adolescentes, personas en 

situación de discapacidad y otros sujetos vulnerables que dependen de la persona cabeza de familia, 

sería contrario a la Constitución establecer diferencias de trato entre los hogares, fundadas en el 

sexo de la persona que se encuentra a cargo de la familia. 

Por lo tanto, en atención al principio de igualdad respecto de los menores de edad y sus derechos 

prevalentes, la Corte Constitucional ha extendido a los padres cabeza de familia varias medidas de 

protección que el Legislador adoptó para las mujeres cabeza de familia, entre ellas la inclusión en el 

denominado “retén social”. 

31. Corresponde ahora abordar los elementos de la definición de madre cabeza de familia 

desarrollados por la jurisprudencia constitucional, a partir del concepto establecido en la ley. 



Al respecto, es indispensable aclarar —como lo ha hecho la Corte Constitucional en reiterados 

pronunciamientos— que no toda mujer, por el hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar, 

ostenta la calidad de cabeza de familia, pues para tener tal condición se requiere la constatación de 

varios elementos, los cuales se enuncian en los párrafos siguientes. 

32. En primer lugar, se requiere que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos menores 

de edad o de otras personas “incapacitadas” para trabajar, exigencia respecto de la cual la Corte 

Constitucional ha formulado varias precisiones: 

i)       Esta noción implica que la madre cabeza de familia es quien brinda un sustento económico, 

social o afectivo al hogar, de modo que aquella debe cumplir con sus obligaciones de apoyo, cuidado 

y manutención con los sujetos a cargo. 

ii)    Igualmente, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia  han explicado que se 

consideran mujeres cabeza de familia aquellas que, aun cuando no ejercen la maternidad por no 

tener hijos propios, se hacen cargo de sus padres o de personas muy allegadas siempre y cuando 

ellas constituyan el “núcleo y soporte exclusivo de su hogar”. 

iii)  Así mismo, la jurisprudencia constitucional ha aclarado que una mujer no pierde su condición de 

cabeza de familia por el hecho de que las personas a su cargo alcancen la mayoría de edad. De este 

modo, cuando se trata de hijos mayores de edad, pero menores de 25 años que se encuentran 

estudiando, esta Corporación ha considerado que siguen siendo dependientes de la madre cabeza 

de familia. 

33. En segundo lugar, se requiere que la responsabilidad exclusiva de la mujer en la jefatura del hogar 

sea de carácter permanente. Es por esta razón que “la mera circunstancia del desempleo y la 

vacancia temporal de la pareja, o su ausencia transitoria, por prolongada y desafortunada que 

resulte, no constituyen elementos a partir de los cuales pueda predicarse que una madre tiene la 

responsabilidad exclusiva del hogar en su condición de madre cabeza de familia”. 

Aunado a ello, se debe destacar que el trabajo doméstico, con independencia de quién lo realice, es 

un valioso apoyo para la familia y debe ser tenido en cuenta como aporte social. En esa medida, 

dado que existen otras formas de colaboración en el hogar, la ausencia de un ingreso económico fijo 

para una persona no puede ser utilizada por su pareja para reclamar la condición de cabeza de 

familia. 

34. En tercer lugar, es necesario que exista una auténtica sustracción de los deberes legales de 

manutención por parte del progenitor de los menores de edad que conforman el grupo familiar. Esta 

situación puede ocurrir, bien cuando la pareja abandona el hogar y, además, omite el cumplimiento 

de sus deberes como progenitor o bien, cuando no asume la responsabilidad que le corresponde 

debido a un motivo externo a su voluntad “como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental o, 

como es obvio, la muerte”. 

Acerca de la sustracción de los deberes legales del progenitor de los hijos a cargo, esta Corporación 

ha señalado que no es admisible exigir a la madre o al padre cabeza de familia el inicio de las acciones 

legales correspondientes en contra del progenitor para demostrar este requisito. Lo anterior, por 

cuanto no existe tarifa legal para probar este hecho y, por ende, “las autoridades no están 



autorizadas a exigir un medio de convicción específico que evidencie la sustracción del padre de sus 

deberes legales”. 

35. En cuarto lugar, se requiere que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros 

de la familia, lo cual implica la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar. 

36. Adicionalmente, es necesario resaltar que existe una regla de interpretación para verificar el 

cumplimiento de los anteriores requisitos. En efecto, la Corte Constitucional ha señalado que la 

condición de madre cabeza de familia no depende de una formalidad jurídica sino de las 

circunstancias materiales que la configuran. 

Así, por ejemplo, este Tribunal ha determinado que la declaración ante notario acerca de la condición 

de mujer cabeza de familia, prevista en el parágrafo del artículo 2° de la Ley 82 de 1993, no es 

constitutiva de dicha calidad ni es una exigencia probatoria indispensable para acreditarla. En similar 

sentido, esta Corporación ha señalado que el estado civil es irrelevante al momento de determinar si 

una mujer tiene la condición de cabeza de familia, pues lo decisivo son las circunstancias materiales. 

Por consiguiente, corresponde al operador jurídico en el caso concreto valorar las condiciones de 

quien alega su condición de mujer cabeza de familia, sin que dicha calidad pueda determinarse 

exclusivamente por el cumplimiento de alguna formalidad. 

En este orden de ideas, conviene resaltar que el análisis probatorio que ha llevado a cabo la Corte 

Constitucional para establecer que una persona reúne las condiciones necesarias para considerarse 

madre o padre cabeza de familia de conformidad con el ordenamiento jurídico, se ha fundamentado 

en distintos medios de convicción, entre los cuales se encuentran con frecuencia las declaraciones 

extraprocesales de los solicitantes y personas allegadas así como sus manifestaciones dentro del 

proceso de tutela y los procedimientos administrativos adelantados por las entidades respectivas. 

También, se han valorado los certificados de estudios de los hijos a cargo menores de 25 años y la 

copia del documento de identificación de estos últimos.  

37. Finalmente, la Corte Constitucional ha sostenido que la constatación de los requisitos para 

acreditar la calidad de madre o padre cabeza de familia deberá adelantarse en el marco de un 

procedimiento administrativo con respeto al derecho al debido proceso, “en el cual la autoridad 

respectiva valore todas las pruebas que se someten a su consideración y que le permitan decidir con 

certeza que las trabajadoras [o trabajadores] no cumplen con las condiciones para ser considerados 

madres o padres cabeza de familia”. 

Esta conclusión se fundamenta, a su turno, en dos razones. Por una parte, en el mandato previsto en 

el artículo 29 Superior, de conformidad con el cual “[e]l debido proceso se aplicará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administrativas”. Por otra, en la especial protección constitucional de la cual 

son titulares las madres y padres cabeza de familia, quienes pueden quedar en situación de 

vulnerabilidad en caso de perder su empleo. 

RESPECTO AL DEBIDO PROCESO 

38. Ahora bien, en cuanto al contenido del derecho fundamental al debido proceso, este Tribunal ha 

expresado que, entre las garantías que conforman el núcleo esencial del debido proceso se 

encuentran “el derecho al juez natural, el derecho a un proceso público, el derecho a la 



independencia e imparcialidad del juez, el derecho a presentar pruebas y controvertirlas, el derecho 

a impugnar la sentencia condenatoria, y el derecho a la defensa entendido como el empleo de todos 

los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable”. 

Igualmente, en relación con el contenido del debido proceso administrativo, la Corte ha distinguido 

entre las garantías previas y posteriores que implica el derecho al debido proceso. Las garantías 

mínimas previas son aquellas que necesariamente deben cobijar la expedición y ejecución de 

cualquier acto o procedimiento administrativo, tales como el acceso libre y en condiciones de 

igualdad a la justicia, el juez natural, el derecho de defensa, la razonabilidad de los plazos y la 

imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces, entre otras.[100] De otro lado, las garantías 

mínimas posteriores se refieren a la posibilidad de cuestionar la validez jurídica de una decisión 

administrativa, mediante los recursos de la vía gubernativa y la jurisdicción contenciosa 

administrativa. 

39. También, esta Corporación ha señalado que, en el marco de procesos de modificación de su 

estructura administrativa, cuando las entidades públicas deciden llevar a cabo procedimientos para 

asegurar la protección especial a los servidores que son titulares del “retén social”, deben observar 

rigurosamente los parámetros que la Corte Constitucional ha fijado en tales casos, con el propósito 

de garantizar la igualdad material. 

40. En consecuencia, de conformidad con lo expuesto anteriormente, existe un mandato 

constitucional y legal de protección especial a la mujer cabeza de familia, el cual ha sido 

implementado mediante acciones afirmativas orientadas al logro de la igualdad material entre 

ambos sexos. No obstante, algunas de estas medidas pueden extenderse también a los padres cabeza 

de familia, debido al interés superior de los niños, niñas y adolescentes y con fundamento en la 

garantía de los derechos de las personas en situación de discapacidad. 

Así pues, la condición de madre cabeza de familia requiere la confluencia de los siguientes elementos, 

a saber: (i) que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos menores de edad o de otras 

personas “incapacitadas” para trabajar; (ii) que la responsabilidad exclusiva de la mujer en la 

jefatura del hogar sea de carácter permanente; (iii) que exista una auténtica sustracción de los 

deberes legales de manutención por parte de la pareja o del padre de los menores de edad a cargo; 

y (iv) que exista una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia. De igual 

modo, la verificación de las circunstancias anteriormente enunciadas debe realizarse en el marco de 

un procedimiento administrativo, que otorgue la plenitud de las garantías propias del derecho 

fundamental al debido proceso.  

Protección especial de las personas cabeza de familia en el marco de los 

procesos de restructuración administrativa y las condiciones para 

pertenecer al denominado “retén social”. 

41. De conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política, la administración pública está al 

servicio del interés general y debe desarrollarse con fundamento en los principios de igualdad, 

moralidad, eficacia, economía y celeridad, entre otros. 

Por consiguiente, el cumplimiento de los fines del Estado exige una actividad permanente de los 

órganos que ejercen la función administrativa y, por tanto, es natural que existan procesos de 



reforma institucional con el fin de adaptar la estructura de la administración a las necesidades 

sociales, entre las que se encuentran: la adecuada garantía de la prestación de los servicios públicos, 

la sostenibilidad económica y la eficiencia de la administración pública. 

En este sentido, la Corte Constitucional ha reconocido que los procesos de reestructuración pueden 

tener intensidades distintas, cuyos efectos inciden en mayor o menor medida según el caso. No 

obstante, siempre debe tenerse en cuenta que estas transformaciones originan múltiples 

consecuencias tanto para los trabajadores como para la comunidad en general. 

42. Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en sostener que los procesos de 

reestructuración administrativa no pueden desconocer los derechos de los trabajadores, 

especialmente cuando se trata de servidores que, por sus condiciones particulares, se encuentran en 

una situación de mayor vulnerabilidad que, a su vez, dificulta su inserción en el mercado laboral una 

vez son desvinculados de su empleo. 

Así, cuando la supresión de cargos en el marco de los procesos de reestructuración involucra los 

derechos de trabajadores que pueden resultar perjudicados en mayor grado con tales decisiones 

administrativas, se deben tomar medidas para garantizar la especial protección de la cual son 

titulares dichas personas, con fundamento en los artículos 13, 43, 46 y 47 de la Constitución. 

43. Ahora bien, como se expresó anteriormente, el Legislador ha adoptado diversas acciones 

afirmativas en cumplimiento de su deber de garantizar la igualdad material de las madres cabeza de 

familia. En particular, una de las medidas más importantes que ha expedido el Congreso de la 

República en esta materia es el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, en el cual se estableció la política 

comúnmente denominada “retén social” en el marco del Programa de Renovación de la 

Administración Pública (PRAP). 

Es pertinente destacar que la Ley 790 de 2002 fue expedida dentro del marco de un proceso de 

modernización de la administración pública, que tenía como objetivo crear, suprimir y fusionar 

diversas entidades públicas del orden nacional. Sin embargo, el Legislador decidió incorporar 

mecanismos de protección de los derechos de algunos trabajadores que, debido a sus especiales 

condiciones, podrían resultar gravemente perjudicados durante el proceso de reestructuración. 

Por consiguiente, el artículo 12 de la Ley 790 de 2002 dispone que, de conformidad con la 

reglamentación establecida por el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados en el desarrollo del 

Programa de Renovación de la Administración Pública (PRAP): (i) las madres cabeza de familia sin 

alternativa económica, (ii) las personas con limitación física, mental, visual o auditiva y (iii) las 

personas próximas a pensionarse. 

44. A su vez, el Decreto 190 de 2003 reglamentó la Ley 790 de 2002, el cual estableció las principales 

condiciones para el ejercicio de la protección especial consagrada en la norma legal. 

Particularmente, en relación con las madres cabeza de familia, el citado decreto definió, para los 

efectos de la citada ley: (i) el concepto de madre cabeza de familia sin alternativa económica; (ii) el 

trámite para acreditar la referida condición; y (iii) la duración de la estabilidad laboral reforzada, la 

cual se circunscribe al tiempo en el cual persistan las circunstancias que la originan. 

45. Igualmente, es oportuno aclarar que en la sentencia C-991 de 2004, se declaró la inexequibilidad 

del límite temporal establecido para la protección derivada del “retén social” pues la Corte 



Constitucional estimó que se trataba de una medida desproporcionada con sujetos en condiciones 

de debilidad manifiesta que, además, desconocía la prohibición de retroceso en materia de derechos 

económicos, sociales y culturales. 

46. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte Constitucional ha estimado que la protección de las mujeres 

cabeza de familia en el marco de procesos de reestructuración es un “mandato constitucional y por 

tanto no puede limitarse su aplicación a las precisas circunstancias de la Ley 790 de 2002”. En este 

orden de ideas, esta Corporación ha reconocido que la protección a la mujer por su especial condición 

de madre cabeza de familia es de origen supralegal. Por lo tanto, la estabilidad laboral derivada del 

retén social no se restringe a la modificación de la estructura de la administración en el orden 

nacional o en el nivel central de la Rama Ejecutiva. 

47. Así las cosas, ha dicho la Corte que el denominado “retén social” “es uno de los mecanismos para 

proteger la estabilidad laboral reforzada” de los grupos de servidores públicos que, por sus 

condiciones de especial vulnerabilidad, son titulares de esta protección. En este sentido, la 

jurisprudencia constitucional ha considerado que el llamado “retén social” es apenas una de las 

medidas que puede garantizar los derechos fundamentales involucrados en la permanencia en el 

empleo público de los trabajadores próximos a pensionarse, de las personas cabeza de familia y de 

las personas en situación de discapacidad. 

48. Con todo, es importante resaltar que la protección especial prevista en el ordenamiento jurídico 

para las madres y los padres cabeza de familia en el marco de los procesos de reestructuración no es 

ilimitada ni absoluta.  Por el contrario, esta Corporación ha considerado que la estabilidad laboral 

que se deriva del “retén social” tiene dos restricciones principales: 

(i) Por una parte, los servidores públicos que se encuentran cobijados por la garantía de estabilidad 

laboral como consecuencia del denominado “retén social” pueden ser desvinculados siempre que 

exista una justa causa de terminación de la relación laboral debidamente comprobada; y 

(ii) Por otra parte, la estabilidad laboral reforzada de los servidores públicos derivada del “retén 

social” se extiende hasta la terminación definitiva del proceso liquidatorio de la entidad 

respectiva[121] o hasta que cesen las condiciones que originan la especial protección. 

En consecuencia, ha dicho la Corte, “la estabilidad laboral reforzada derivada del llamado retén 

social, no es de carácter absoluto, pues no existe un derecho fundamental a la conservación perpetua 

del trabajo o a la permanencia indefinida en el mismo”. De esta manera, se armoniza la garantía de 

la igualdad material de los trabajadores cobijados por el “retén social” y los principios de la función 

administrativa que justifican los procesos de reestructuración en el sector público. 

49. En consecuencia de lo anterior, en cuanto al alcance de la protección derivada del denominado 

“retén social”, debe señalarse que la jurisprudencia constitucional ha reconocido que la mejor forma 

de garantizar los derechos fundamentales de las madres cabeza de familia en el marco de esta 

política “consiste en ordenar su reintegro y dejar sin efecto las indemnizaciones reconocidas”. De 

hecho, ha sostenido la Corte que “el pago de la indemnización debe ser concebida como la última 

alternativa para reparar el daño derivado de la liquidación de la empresa, por cuanto corresponde 

al derecho en cabeza de todos los servidores públicos y no sólo de los sujetos de especial protección”. 



50. No obstante, la Corte Constitucional también ha reconocido que la protección especial derivada 

del “retén social” “sólo puede ser extendida hasta que haya posibilidades fácticas y jurídicas de 

otorgarla”. Por ende, es indispensable tener en cuenta las limitaciones propias de los procesos de 

reestructuración, fusión o liquidación de entidades y se deben ponderar los principios 

constitucionales de la función administrativa con la especial protección de la que son titulares los 

servidores públicos beneficiarios del “retén social”  

Debido a lo anterior, en el marco del “retén social”, esta Corporación ha acudido a dicha ponderación 

en los siguientes escenarios: 

(i) Cuando se pretende el reintegro a una entidad cuyo proceso de liquidación ya ha concluido. En 

estos casos, ante la terminación de la existencia jurídica de la institución correspondiente, no procede 

ordenar el reintegro sino el pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir desde el momento 

de la desvinculación hasta la liquidación definitiva de la empresa. 

(ii) En el caso de los “pre pensionados”, cuando se trata de procesos liquidatarios, la Corte 

Constitucional ha establecido que “la orden no puede ser el reintegro del trabajador al cargo que 

desempeña”, pues es lógico que en desarrollo del proceso liquidatario se supriman paulatinamente 

los puestos de trabajo existentes, haciéndose innecesario, por consiguiente, mantener el mismo 

número de empleados o funcionarios en la planta de personal de la institución en liquidación. Por 

consiguiente, en un ejercicio de armonización de los principios implicados, la Corte determinó que, 

una vez suprimido el cargo, además del pago de las prestaciones e indemnizaciones laborales 

correspondientes, se debía garantizar el pago de los aportes al régimen pensional respectivo hasta 

tanto se cumplieran los requisitos para acceder a la pensión de vejez. 

(iii) Finalmente, en los procesos de reestructuración, cuando se suprime el cargo que ocupa una 

persona beneficiaria del denominado “retén social” y en la nueva planta de la entidad no existe un 

cargo igual o equivalente, por lo que el reintegro se torna imposible. En estos supuestos, corresponde 

el pago de las acreencias laborales correspondientes y, si se trata de servidores de carrera 

administrativa, se debe sufragar la indemnización prevista en el artículo 44 de la Ley 909 de 2004. 

51. Igualmente, debe advertirse que la Corte Constitucional ha estimado que la estabilidad laboral 

reforzada derivada del llamado “retén social” es una protección que “depende o está en función, en 

cualquier escenario, de la naturaleza del vínculo o la causa y el contexto de su terminación”. Por ende, 

el alcance de esta figura debe analizarse en atención a la naturaleza y los elementos esenciales del 

vínculo laboral establecido entre la administración y los servidores públicos. 

De este modo, en aplicación de dicha regla jurisprudencial, esta Corporación ha sostenido que: (i) la 

protección originada en el llamado “retén social” no se extiende a los servidores públicos que ocupan 

cargos en la planta de personal temporal de las entidades públicas; (ii) por regla general, los 

empleados públicos de libre nombramiento y remoción, que relaciona el numeral 2 del artículo 5 de 

la Ley 909 de 2004, no gozan de estabilidad laboral reforzada[134]; y (iii) cuando se trata de 

servidores públicos que ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa y que pertenecen 

a alguno de los grupos titulares de la especial protección derivada del “retén social”, el amparo de la 

estabilidad laboral reforzada prospera únicamente si existe un margen de maniobra para la 

administración en cuanto a la provisión del empleo, en razón de la diferencia entre las plazas 

ofertadas y aquellas efectivamente proveídas mediante la lista de elegibles correspondiente. 



52. Así las cosas, como fue expuesto en los fundamentos jurídicos 48 a 51 de la presente decisión, la 

Corte Constitucional ha considerado que la protección derivada del “retén social” no es absoluta ni 

ilimitada. Por tanto, dado que dicha salvaguarda sólo puede garantizarse en el marco de las 

posibilidades fácticas y jurídicas de otorgarla, resulta indispensable ponderar los principios de la 

función administrativa (y, a partir de ellos, las circunstancias propias de los procesos de 

reestructuración de la administración) con los derechos fundamentales de los titulares de la 

protección laboral reforzada. 

De este modo, se reitera la regla jurisprudencial que indica que la desvinculación de los trabajadores 

del “retén social” puede ocurrir cuando se presenten causales objetivas que no tengan relación con 

la condición que precisamente origina su protección especial, como la existencia de una justa causa 

de terminación de la relación laboral debidamente comprobada, la conclusión definitiva del proceso 

liquidatario de la entidad respectiva o el cese de las condiciones que originan la especial protección. 

53. A continuación, la Sala se referirá al caso particular de los servidores públicos vinculados en 

provisionalidad por un período de tiempo determinado, previsto desde su nombramiento. En este 

tipo de casos, se estima que estos funcionarios son titulares de la protección derivada del “retén 

social”. Sin embargo, la entidad correspondiente está facultada para desvincularlos siempre que 

existan razones objetivas del servicio que justifiquen de manera suficiente el retiro de dichos 

funcionarios en cada caso particular. Como es evidente, en tales casos no bastará con que se afirme 

la existencia de un proceso de reestructuración o liquidatario. 

Esta precisión se sustenta en que la vinculación de funcionarios en provisionalidad por un período 

establecido obedece a unas lógicas temporales y de necesidades concretas del servicio que pueden 

desaparecer. Por tanto, resultaría desproporcionado que se obligara a la entidad pública a mantener 

una relación laboral, que desde un principio se sujetó a un plazo determinado, cuando se 

extinguieron completamente las razones que justifican la permanencia del trabajador vinculado en 

provisionalidad. 

En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que los servidores públicos que se 

encuentran en provisionalidad gozan de cierta estabilidad laboral que ha denominado como relativa 

o intermedia, en la medida en que no se puede asimilar completamente a aquella a la cual tienen 

derecho los funcionarios de carrera administrativa. 

Con todo, es indispensable resaltar que, en cualquier caso, la carga argumentativa de demostrar 

plenamente que existen razones objetivas del servicio, que justifican con suficiencia la desvinculación 

del funcionario nombrado en provisionalidad por un término definido, recae en la administración. 

En consecuencia, la Sala considera que los funcionarios vinculados en provisionalidad por un período 

de tiempo determinado, previsto de antemano desde su nombramiento, son titulares de la protección 

especial derivada del “retén social” y, en esta medida, son beneficiarios de estabilidad laboral 

reforzada en el curso de los procesos de reestructuración administrativa de las instituciones públicas. 

No obstante, la entidad respectiva puede desvincular a estos servidores siempre que satisfaga la 

carga argumentativa requerida para tal efecto, es decir, que justifique plenamente la existencia de 

razones objetivas del servicio para el retiro de los trabajadores que se encuentran en esta condición. 

De esta manera, se protegen adecuadamente los derechos fundamentales de los funcionarios 

públicos que se encuentran en la situación referida, pues para su desvinculación por razones del 



servicio no basta con la existencia de un proceso de reestructuración, sino que se debe justificar 

debidamente que, en el caso concreto, existen razones objetivas para el retiro del servidor público 

titular de la protección especial derivada del “retén social”. 

54. En suma, el llamado “retén social” es una acción afirmativa que materializa el deber 

constitucional que tiene el Estado de conceder un trato diferenciado a las mujeres cabeza de familia 

que se encuentran en estado de debilidad manifiesta.  Además, es uno de los mecanismos previstos 

por el Legislador para garantizar la estabilidad laboral de las madres y padres cabeza de familia. Esta 

medida de protección especial deriva directamente de los mandatos constitucionales de protección 

a la igualdad material y a los grupos poblacionales anteriormente mencionados, dado que podrían 

sufrir consecuencias especialmente graves con su desvinculación. 

No obstante, la estabilidad laboral reforzada derivada del llamado “retén social”, no es de carácter 

absoluto, pues no existe un derecho fundamental a la conservación perpetua del trabajo o a la 

permanencia indefinida en el mismo. Así, en el marco de los ajustes institucionales propios de los 

procesos de reestructuración de la administración pública, se debe garantizar la permanencia de los 

servidores públicos que tengan derecho a la protección especial derivada del “retén social”, en los 

términos señalados en los párrafos anteriores. 

Reglas jurisprudenciales sobre la aplicación del denominado “retén social” respecto de las madres y 

los padres cabeza de familia. 

55. Con fundamento en las consideraciones precedentes, corresponde ahora precisar algunas de las 

principales reglas que ha establecido la jurisprudencia constitucional en la aplicación del 

denominado “retén social” respecto de la desvinculación de madres o padres cabeza de familia en el 

marco de ajustes institucionales de la administración: 

(i) En los procesos de modificación de la estructura de la administración pública (reestructuración, 

fusión, o liquidación de entidades, por ejemplo) en los que exista supresión de cargos, las entidades 

públicas deben observar los parámetros propios de la estabilidad laboral de los servidores públicos 

beneficiarios del denominado “retén social”. 

(ii) La estabilidad laboral derivada del “retén social” es aplicable tanto para funcionarios de carrera 

administrativa como para servidores vinculados en provisionalidad, así como para trabajadores 

oficiales. 

No obstante, cuando se trata de la permanencia de trabajadores beneficiarios del “retén social” 

vinculados en provisionalidad por un término definido, la administración puede retirarlos cuando 

existan razones objetivas del servicio que justifiquen de manera suficiente la desvinculación de dichos 

funcionarios. 

(iii) Los trabajadores que alegan ser beneficiarios del “retén social” deben informar oportunamente 

a su empleador esta circunstancia, so pena de perder su derecho a recibir la protección especial 

derivada de su condición, en razón de su falta de diligencia. 

(iv) La estabilidad laboral reforzada de la cual son titulares los beneficiarios del “retén social” cobija 

tanto al sector central de la administración pública como al descentralizado. Así mismo, es predicable 



de los servidores públicos vinculados a instituciones del orden nacional y de las entidades 

territoriales. 

(v) Las medidas que adopten las entidades públicas en el marco de la aplicación de la protección 

derivada del denominado “retén social” no pueden implicar un trato discriminatorio entre las 

personas o grupos que son titulares de especial protección. Por tanto, no sería admisible garantizar 

la estabilidad laboral de las personas en situación de discapacidad y excluir de protección a los “pre 

pensionados”. 

(vi) Finalmente, se reitera que la estabilidad laboral originada en el llamado “retén social” no es 

absoluta. Por tanto, los titulares de esta protección pueden ser desvinculados cuando medie una 

justa causa de terminación de la relación laboral debidamente comprobada. Además, su estabilidad 

laboral se materializa mediante el reintegro —siempre y cuando ello se encuentre dentro de las 

posibilidades fácticas y jurídicas— y se extiende hasta la terminación definitiva del proceso 

liquidatario de la entidad respectiva o hasta que cesen las condiciones que originan la especial 

protección. 

 

CONSTITUCIONALES 

ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 

que los afectan y en la vida 

económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

ARTICULO 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 

ARTICULO 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad 

y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este 

artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 

9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas 

con la acción de tutela de los derechos constitucionales Jurisprudencias 

constitucionales sobre el derecho a la vida, la salud y la dignidad humana T-499 

de 1.992; T-248 de 1.998; C-177 de 1998, T- 058 de 2011. 

ARTÍCULO 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona 

tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 

ARTÍCULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales 

y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 

acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 

plenitud de las formas propias de cada juicio. 



DERECHO A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS 

El derecho fundamental a la vida que garantiza la Constitución -preámbulo y 

artículos 1, 2 y 11-, no se reduce a la mera existencia biológica, sino que expresa 

una relación necesaria con la posibilidad que les asiste a todas las personas de 

desarrollar dignamente todas las facultades inherentes al ser humano. 

CIRCULAR 040 DEL 4 DE AGOSTO DE 2022 MINISTERIO DEL TRABAJO SOBRE EL 

FUERO DE MADRES Y PADRES CABEZA DE FAMILIA. 

Articulo 44 Constitución Nacional:  

Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la 

seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 

familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 

recreación y la libre expresión de su opinión. 

ANEXOS 

 Copia cedula de ciudadanía 

 Declaración jurada ante notario padre cabeza de familia realizada por 

ALFONSO RANGEL GUERRERO 

 Declaración jurada ante notario padre cabeza de familia realizada por 

SHADYA FERNANDA ARDILA 

 Circula 025 de 2024 

 Resolución 01566 del 3 de marzo de 2025 

 Registros civiles de mis hijos SARA VALENTINA RANGEL ARDILA de 13 años 

de edad y DANIEL ALFONSO RANGEL ARDILA de 10 años de edad 

 Certificaciones de afiliados a seguridad social 

 Declaración extra juicio de German Javier Álvarez 

 Certificación de estudios de mis hijos SARA VALENTINA RANGEL ARDILA de 

13 años de edad y DANIEL ALFONSO RANGEL ARDILA de 10 años de edad 

 Copia Certificación Laboral. 

 

 

MANIFESTACIÓN ESPECIAL 

Manifiesto bajo la gravedad el juramento que no he interpuesto acción de tutela por 

estos hechos y pretensiones. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 



En mi nombre en la Calle 35 # 1b – 63 Manzana4 Casa 17 Unidad Residencial La 

Pradera del Municipio de Cimitarra (Santander) 

Teléfono: 3504519754 

Correo electrónico: porrasroa6@gmail.com 

Los demandados en la Avenida Calle 24 No. 52 -01 Ciudad Salitre, Bogotá, Colombia 

 

 

Cordialmente, 

 

 

 

ALFONSO RANGEL GUERRERO 

 CC No. 91.112.067 del Socorro (Santander) 
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